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SIGCMA

A partir de hoy 9 de agosto de 2022, quedan las diligencias en secretaria a
disposición de quien interpuso recurso de reposición contra la providencia del
QUINCE (15) de JULIO de DOS MIL VEINTIDOS (2022), por el4érmino de dqsat
días de conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° dpl C.P^P. Vence eP®
10 de agosto de 2022. ... ;
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NO \ sé\preséntó sustentación delVencido el término del traslado, SI
recurso.

EL SECRETARIO

JULIO NEL TORRES QtijiNTERO

Ubicación 28919 \ -' '
Condenado JONATHAN'STIVEN HERRERA MARTINEZ
C.C #,103^613984

CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN

A partir de hoy 11 de Agosto de 2022, quedan las diligencias en secretaria a
disposición de los demás sujetos procesales por por el término de dos (2) días de
conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el 12 de
Agosto de 2022.

Vencido el término del traslado, SI NO se presentó escrito.

EL SECRETARIO

JULIO NEL TORRES QUINTERO
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28919.Rad: ñoOl-60-00-019-2015-03365-00
JONATHAN STIVEN HERRERA MARTINEZ

Juzgado Treinta y Nueve Penal Municipal con Función de Conocimiento de Bogotá
HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO

(P): Niega Libertad Condicional
Establecimiento Penitenciario y CarcelarioMetropolitano - La Picota
Ley 906 de 2004

República de Colombia

JUZGADO VEINTE DE EJECUCION DE PENAS Y
MEDIDAS DE SEGURIDAD

Bogotá, D. C., quince (15) de julio de dos mü veintidós (2022).

ASUNTO A TRATAR
í, ji c

Procede el Despacho a resolver sobre la posible concesión del subrogado de la
LIBERTAD CONDICIONAL, conforme documentación proverúente del centro de
reclusión a nombre del sentenciado JONATHAN STIVEN HERRERA MARTÍNEZ.

PREMISAS Y FUNDAMENTOS

1.- ANTECEDENTES PROCESALES

1.1."Informa la actuación remitida en copias que mediante sentencia de fecha 17 de
septiembre de 2015, el Juzgado Treinta y Nueve Penal Municipal con Función de
Conocimiento de Bogotá, condenó a JONATHAN STIVEN HERRERA
MARTINEZ, a la pena principal de diez (10) años - cinco (5) meses de prisión,
amén de la accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones
públicas por el mismo lapso de la pena de prisión, por haber sido hallado autor
responsable del punible de HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO , negándosele
el beneficio de la Suspensión Condicional de la Ejecución de la Pena y el sustituto
de la prisión domiciliaria.

1.2." El condenado ha permanecido privado de la libertad por cuenta de estas
diligencias, en dos ocasiones, a saber:

> La primera del 7 de mayo al 8 de mayo de 2015. (2 días)
> La segunda y en la actualidad, desde el 4 de julio de 2016.

1.3." Durante la fase de la ejecución de la sentencia, en ocasión anterior se efectuó
reconocimiento de redención de pena, a saber:

Providencia Reconocido

7 de octubre de 2019 7 MESES - 17 DIAS

6 de diciembre de 2021 5 MESES -14 DIAS

11 de mayo de 2022 1 MES -11 DÍAS
15 de julio de 2022 24 DÍAS
SUBTOTAL 13 MESES - 66 DIAS

TOTAL 15 MESES - 6 DIAS

2.- DE LA LIBERTAD CONDICIONAL

El artículo 471 del C. de P.P., (Ley 906 de 2004), impone que a la solicitud de libertad
condicional debe adjuntarse la resolución favorable del consejo de disciplina, o en su
defecto del director del respectivo establecimiento carcelario, copia de la cartilla
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biográfica y los demás documentos que acrediten las exigencias previstas en el Código
Penal, requisitos estos que se erigen como presupuesto de procesabilidad para
posibilitar el estudio del subrogado.

A su turno, el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014 que modificó el artículo 64 del C.P.,
establece los presupuestos sustanciales básicos para la concesión del subrogado, esto
es, que el interno haya descontado las tres quintas partes de la pena impuesta, que el
adecuado desempeño y comportamiento durante el cautiverio, así como de la
valoración de la conducta punible, pueda colegirse innecesaridad de proseguir el
tratamiento penitenciario y, se demuestre el arraigo familiar y social del penado (factor
subjetivo).

En el presente asunto las tres quintas partes de la sanción equivalen a 75 MESES, dado
que la pena es de 10 años - 5 meses de prisión, como se reseñó en el acápite de los
antecedentes procesales.

Si se tiene en cuenta el lapso de privación de Libertad, la condenada JONATHAN
STIVEN HERRERA MARTÍNEZ ha efectuado a la fecha un descuento físico
discriminado de la siguiente manera:

2015 00 meses - 02 días

2016 - 05 meses - 28 días

2017 12 meses - 00 días

2018 12 meses - 00 días

2019 12 meses - 00 días

2020 12 meses - 00 días

2021 -12 meses - 10 días

2022 06 meses -15 días

SUBTOTAL: 71 meses - 45 días

TOTAL: 72 MESES - 15 DÍAS

Anterior guarismo al que se adiciona las redenciones de pena reconocidas - 15 meses -
6 días -, totalizando como descuento de pena - 87 MESES - 21 DÍAS por lo que se
concluye que se satisface la exigencia cuantitativa mínima prevista por el legislador
para acceder al sustituto.

Igualmente, el establecimiento penitenciario allegó Resolución favorable No. 03213
de fecha 23 de junio de 2022.

A pesar de lo anterior, frente al presupuesto de corte subjetivo, de la normatividad
invocada lo que surge es que no es solamente el cumplimiento de las tres quintas
partes de la pena, por parte del sentenciado, para acceder automáticamente al
mecanismo sustitutivo de la libertad condicional, sino que adicionalmente es
potestativa del juez su concesión, previa valoración de la conducta punible, al igual
que el adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario
en el centio de reclusión, que permitan suponer fundadamente que no existe
necesidad de continuar la ejecución de la pena.

Cabe anotar que la Corte Constitucional en sentencia C-194 de 2005 declaró exequible
la expresión "previa valoración de la gravedad de la conducta pimible" contenida en
el artículo 5° de la Ley 890 de 2004 y sobre el punto precisó:
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"En los mismos términos, cuando la norma acusada dice que la libertad
condicional podrá concederse previa valoración de la gravedad de la conducta,
no significa que el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad quede
autorizado para valorar la gravedad de la conducta. Lo que la norma indica
es que dicho funcionario deberá tener en cuenta la gravedad del
comportamiento punible, calificado y valorado previamente en la
sentencia condenatoria por el juez de conocimiento, como criterio para
conceder el subrogado penal.

Adicionalmente, el juicio que adelanta el Juez de Ejecución de Penas tiene una
finalidad específica, cual es la de establecer la necesidad de continuar con el
tratamiento penitenciarioa partir del comportamiento carcelario del condenado.
En este contexto, el estudio del Juez deEjecución no sehace desde la perspectiva
de la responsabilidad penal del condenado -resuelta ya en la instancia
correspondiente, ante el juez de conocimiento- sino desde la necesidad de
cumplir una pena ya impuesta. En el mismo sentido, el estudio versa sobre
hechos distintos a los que fueron objeto de reproche en la sentencia
condenatoria, cuales son los ocurridos con posterioridad a la misma, vinculados
con el comportamientodel sentenciadoen reclusión.

Por ello, la pretendida triple coincidencia de elementos, que configurarían una
agresión al principio de la non bis in idem, se rompe como consecuencia de la
ausencia de los dos últimos, pues la segunda valoración no se hace con
fundamento en el mismo juicio ni sobre la base de los mismos hechos"
(negrillas fuera del texto).

Así las cosas, el juicio que se impone, derivado de la valoración de las condiciones
particulares de la condenada, no tiene finalidad distinta que determinar la necesidad
de continuar con el tratamiento penitenciario a partir de su comportamiento
carcelario, previa valoración de la gravedad de la conducta punible, en los términos
indicados, según lo preceptúa el citado artículo 64 trascrito.

Es de anotar que, en el presente caso, el Juez de conocimiento calificó y valoró la
conducta, la cual de manera incuestionable debe calificarse de extrema gravedad,
reflejada en las mismas circunstancias modales en las que se produjo. Al respecto
manifestó:

"...no podemos desconocer la gravedad de la conducta, nótese como enforma
cotidiana personas como el señor Acosta Ramírez sevenavocadas a este tipo de
acciones delictivas encaminadas no solo a afectarel patrimonio económico, sino
a amenazar a otros bienes jurídicos como se aprecia ocurrió en este caso ya que
el afectado fue intimidado con un arma blanca porparte de los aquíacusados y
en este momento no podemos ignorar el contenido de los elementos materiales
probatorios que nos dejan conocer que los sentenciados previo al momento de la
ocurrencia de los hechos, acordaron y planearon su ejecución, para ello estaban
provistos de armas capaces de producir daño, por ello, sin reparo cuando
avistaron al peatón se aproximaron a él para exhibirle tales elementos
generando intimidación lo cual resulta excesivo."

De esta manera resulta indiscutible que se exteriorizó con la comisión del delito, un
comportamiento que refleja irrespeto e irreverencia para la sociedad, así como
desconocimiento de la norma penal, no pudiéndose dejar de lado, en tratándose de la
ejecución de la pena de prisión, las funciones de ésta relativas a la prevención general
y a la retiibución justa.
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De lo dicho en precedencia, se puede concluir que el delito atribuido constituye un
verdadero flagelo para la comunidad, lo que la mantiene en verdadero estado de
alerta y zozobra.

Ahora bien, en reciente pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia Sala de
Casación Penal - , Rad: 107644. STP15806-2019, M.P. Patiicia Salazar Cuellar, de fecha

19 de noviembre de 2019, se sostuvo;

" Por lo anterior, los jueces de ejecución de penas deben velar por la reeducación y la reinserción social de los penados, como

una consecuencianatural de ¡a definición de Colombia como un Estado Social de Derechofundado en la dignidad humana, que permite

humanizar la pena de acuerdo con el artículo 2 de ¡a Constitución Política (T-718 de 2015) y evitar criterios retributivos de penas más

severas (CS] SP 27feb. 2013, rad. 33254).

Finalmente, la Corte Suprema de Justicia estableció, recientemente, que, si bien el juez de ejecución de penas, en su

valoración, debe tener en cuenta la conducta punible, adquiere preponderancia la participación del condenado en las

actividades programadas, como una estrategia de readaptación social en el proceso de resocialización (CSJSP 10 Oct. 2018,

Rad 50836),pues el objeto del Derecho Penal en un Estado como el colombiano no es excluir al delincuentedelpacto social sino buscar su

reinserción en el mismo (C-328 de 2016).

En tal sentido, las Altas Cortes han incotporado criterios de valoración para que la interpretación del artícido 64 del Código

Penal se guíe por los principios constitucionales y del bloque de constitucionalidad, como bien lo es el principio de interpretación pro

homine -también denominado "cláusula defavorabilidad en la interpretación de los derechos humanos" (C-148/2005, C-186/2006, C-

1056/2004 y C-408/1996)-, para centrarlaen aquello quesea másfavorable al hombre y sus derechos fimdamentales consagrados a nivel

constitucional (C-3Í3/2014).

5. En suma, esta Corporacióndebeadvertir que:

i) No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional ¡a alusión a la lesividad de la conducta punible

frente a los bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal, pues ello solo es compatible con prohibiciones expresas frente a ciertos

delitos, comosucede con el artículo 68 A del CódigoPenal.

En este sentido, la valoración no puede hacerse, tampoco, con baseen criterios morales para determinar la gravedad del delito,

pues la explicación de las distintas pautas que informan las decisiones de los jueces no puede hallarse en las diferentes visiones de los

valores morales, sino en los principios constitucionales;

ii) Laalusión al bien jurídicoafectado es solouna delasfacetas dela conducta punible, como también lo son las circunstancias

de mayory de menorpunibilidnd, losagravantesy los atenuantes, entre otras. Por lo queeljuez deejecución de penas debe valorar,por

igual, todasy cada una deéstas;

iii) Contemplada la conducta punible en su integridad, según lo declarado por el juez que profiere la sentencia

condenatoria, éste es solo uno de los distintos factores que debe tener en cuenta el juez de ejecución de penas para decidir

sobre la libertad condicional, pues este dato debe armonizarse con el comportamiento del procesado en prisión y los demás

elementos útiles que permitan analizar la necesidad de continuar con la ejecución de la pena privativa de la libertad, como

bien lo es, por ejemplo, la participación del condenado en las actividades programadas en la estrategia de readaptación

social en el proceso de resocialización." (Negrillas fuera de teXto)

Frente a este punto, se ha de tener en cuenta la información arrimada a la foliatura,
concretamente la registiada en los Certificados de cómputo Nos. 16539423; 17022861;
17214361; 17944252; 18296770 y 18393501 que fueron objeto de estudio en auto
separado, en el que se indica que la evaluación del tiabajo, estudio y enseñanza del
penado JONATHAN STIVEN HERRERA MARTÍNEZ fue calificada por la Junta de
Evaluación del establecimiento carcelario a cargo, como DEFICIENTE para los meses
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de octubre, noviembre de 2016, junio y diciembre de 2018; septiembre de 2020;
septiembre de 2021 y; octubre a diciembre de 2021 por tanto, dicha información,
constituye además que el prenombrado no ha amoldado por consiguiente su conducta
al rigor y disciplina del régimen carcelario y consecuentemente su proceso de
resocialización y readaptación que se busca con la imposición de la medida de
seguridad.

Con lo anterior, no pretende este juzgado indicar que es con el aislamiento del
delincuente que se borran los efectos nocivos del delito, pero es indudable que la
sociedad percibe un sentimiento de justicia y seguridad al saber separado de su
entorno a quien violó flagrantemente y sin vacilación los bienes jurídicos, siendo
precisamente en estas condiciones en que el tratamiento intramural, no solo tiende a
resociaHzar al condenado, sino que también está dirigido a proteger a la comunidad;
así que entre el ius puniendi del Estado y la libertad del delincuente, media la
seguridad pública, que resultaría seriamente amenazada al dejarla en libertad sin
antes haber intentado resocializarla.

En estas condiciones, la gravedad de la conducta punible constituye un juicio de valor
dirigido a construir el pronóstico de readaptación social, máxime cuando el fin de la
ejecución de la pena no solamente apunta a vmareadecuación del comportamiento del
individuo para su vida futura en sociedad, sino también a proteger a la comunidad de
hechos atentatorios contra bienes jurídicos protegidos legalmente, es decir, se itera,
dentro del marco de la prevención especial y general, de manera tal que en cuanto
mayor sea la gravedad del deHto y la intensidad del grado de culpabilidad,
considerando por supuesto el propósito de resocialización de la ejecución punitiva, el
Estado no puede obviar las necesidades preventivas generales para la preservación
del mínimo social.

No pretende desconocer el despacho el comportamiento observado por el recluso en el
establecimiento penitenciario, pero debe acotarse que dicha circunstancia tan solo
implica que el condenado ha acatado los reglamentos del reclusorio y ha amoldado
por consiguiente su conducta al rigor y disciplina del régimen carcelario, sin que dicha
circunstancia per se desemboque necesariamente en el otorgamiento del sustituto,
pues como se anotó en líneas anteriores, se requiere la confluencia positiva de otros
factores que precisamente son los que fallan en el asunto bajo examen.

Conforme lo expuesto, la valoración legal del comportamiento ilícito por el que se le
sentenció, al igual que la naturaleza y modalidades del mismo, con fundamento en el
estudio del Juzgado fallador, se hace necesaria la continuación de la ejecución de la
pena intramural, y que la sanción impuesta debe cumplirse en su totaÜdad,
negándose, por tanto, la Libertad Condicional impetrada.

En razón y mérito de loexpuesto, EL JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS
Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ, D.C.,
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RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR el subrogado de la LIBERTAD CONDICIONAL al sentenciado
JONATHAN STIVEN HERRERA MARTÍNEZ, de conformidad con las razones
puntualizadas en esta providencia.

SEGUNDO: REMITIR COPIA de este proveído al reclusorio donde se encuentra el
condenado para fines de consulta y obre en su respectiva hoja de vida.

TERCERO: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación, éste
último ante el juzgado fallador.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

M.
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